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DERECHO DE PETICIÓN/ DEBER DE DAR RESPUESTA OPORTUNA, CLARA, COMPLETA, DE FONDO Y CONGRUENTE/  Así las cosas, esta instancia constitucional no encuentra motivo alguno para acceder a las pretensiones del impugnante, a quien las entidades accionadas respondieron de fondo su petición, el cual no lleva implícito  una resolución favorable a lo demandado y en ese sentido, no puede inferirse  afectación a dicha prerrogativa constitucional, máxime cuando el peticionario recibió en el término legal, una contestación a sus inquietudes.  Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T-146 de 2012 señaló lo siguiente: 

 “El derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa. Esto quiere decir que la resolución a la petición, “(…) producida y comunicada dentro de los términos que la ley señala, representa la satisfacción del derecho de petición, de tal manera que si la autoridad ha dejado transcurrir los términos contemplados en la ley sin dar respuesta al peticionario, es forzoso concluir que vulneró el derecho pues la respuesta tardía, al igual que la falta de respuesta, quebranta, en perjuicio del administrado, el mandato constitucional.”  (Subrayas nuestras)
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, diecisiete (17) de septiembre de dos mil dieciocho (2018).
Aprobado por Acta No. 812
Hora: 3:10 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Nuevamente se recibe la impugnación presentada por el señor Óscar Chica Morales, frente al fallo de tutela proferido el 27 de julio de 2018 por el Juzgado 2º Penal del Circuito de esta capital dentro de la acción de tutela instaurada  en contra de la Fiscalía 10 Local, el Departamento de Policía de Risaralda y la Policía Metropolitana de Pereira, luego de que esta Sala decretara la nulidad de lo actuado por el despacho aludido con el fin de que se vinculara a la Litis al patrullero de la Policía Nacional, señor Luis Enrique Gaona Montoya
. 
2. RESUMEN DE LOS HECHOS 
2.1. Narró el señor Óscar Chica Morales que tiene 81 años de edad y que el  3 de marzo de 2016 aproximadamente a la 1:00 pm fue víctima de un accidente de tránsito cuando se desplazaba como peatón por la carrera 6ª con calle 26 esquina, iba en compañía de su esposa Marina Chica de Chica, siendo atropellado por el patrullero de la policía Luis Enrique Gaona Montoya, quien se movilizaba en un vehículo tipo motocicleta  a alta velocidad, debido a ello estuvo internado un mes en cuidados intensivos y en la actualidad se encuentra en un estado de invalidez como consecuencia de las múltiples fracturas que sufrió y el médico legista le dictaminó lesiones de carácter permanente. 

Indicó que el patrullero Gaona Montoya mencionó que para el momento del accidente se encontraba prestando turno en la policía y que estos son de 24 horas, que estaba evadido cuando ocurrió el accidente y que no tiene capacidad económica para indemnizar los perjuicios. Además, que la institución adelantó un proceso disciplinario en su contra, en el cual salió absuelto, pese a que los funcionarios de tránsito señalaron como responsable del accidente  al patrullero Gaona Montoya por exceso de velocidad.

Consideró que las investigaciones adelantadas por la Fiscalía 10 Local no han sido eficientes, si se tiene en cuenta que a los 10 días después del accidente de tránsito, el actor aportó imágenes de las diferentes cámaras de seguridad ubicadas en el sector para dar claridad de las condiciones de tiempo, modo y lugar en que ocurrieron los hechos.
Señaló que el 23 de marzo de 2018 radicó ante la Fiscalía 10 Local y a la Policía Metropolitana de Risaralda, un derecho de petición en el que solicitó lo siguiente:   i) copia íntegra y auténtica del horario de trabajo (hora de entrada y hora de salida) del patrullero Luis Enrique Gaona Montoya, ii) cronograma de actividades y labores asignadas al patrullero para el 3 de marzo de 2017, iii) copia íntegra y auténtica de las pruebas practicadas en el proceso disciplinario adelantado en contra el patrullero Luis Enrique Gaona Montoya y las demás pruebas que se encuentran en el expediente, iv) copia íntegra y auténtica del expediente disciplinario adelantado en contra del patrullero en mención, v) copia íntegra y auténtica del informativo administrativo de lesión del patrullero Gaona Montoya, lo anterior con fundamento en la necesidad que como víctima le asiste saber la verdad de lo acontecido y por cuanto a la fecha no le han garantizado derecho alguno ni le han reconocido perjuicio por el actuar imprudente del patrullero Gaona Montoya.  
Indicó que el 17 de abril de 2018 recibió respuesta por parte del Departamento de Policía de Risaralda, en la cual le indicaron que la información solicitada reposa en esa unidad y es de carácter reservada, por tanto se requiere que sea tramitada a través de la Fiscalía 10 Local y sea esta quien requiera la información, con el fin de garantizarle al funcionario sus derechos y el debido proceso; una vez allegado el requerimiento por parte de la Fiscalía, se dará respuesta  de manera inmediata.

Informó que el  26 de abril de 2018 recibió respuesta por parte de la Fiscalía 10 Local en el entendido de que la petición no era considerada pertinente, por lo que se trazaría un programa metodológico con el investigador de caso con el fin de establecer las circunstancias de tiempo, modo y lugar de como ocurrió el hecho de tránsito.  Así mismo, que la calidad de servidor no tiene incidencia en la investigación porque no es un fuero especial que impida a dicho despacho adelantar la investigación por el presunto delito de lesiones personales en hecho de tránsito.  
Consideró el actor que dichas respuestas no son de fondo, no dan claridad de lo solicitado, habida cuenta que han transcurrido 419 días desde la ocurrencia de los hechos sin tener ningún resultado de la investigación.   Por lo tanto, solicitó la protección de los derechos fundamentales de petición, a la verdad, justicia, reparación, dignidad humana, el derecho de defensa, el derecho de contradicción, el de acceder a la prueba y los demás que a bien se estimen; en consecuencia se ordene al departamento de policía de Risaralda y a la Fiscalía 10 Local que en el término establecido, resuelva la esencia de la petición radicada el día 23 de marzo de 2018  (Fls. 1-10).
Allegó con la demanda de tutela las pruebas  que sustentan sus pretensiones (Fls. 11-34). 

3. RESPUESTA DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS

3.1. FISCALÍA 10 LOCAL DE PEREIRA 
Informó que ese despacho adelanta la indagación por hechos de tránsito ocurrido el 3 de marzo de 2017 en donde resultó involucrado el señor Luis Enrique Gaona Montoya, quien conducía la motocicleta de placa JAU 54E y el señor Óscar Chica Morales, quienes quedaron lesionados.

Mencionó que las gestiones que ha realizado con motivo a la solicitud de entrega del vehículo aludido, el cual quedó con un “pendiente” en la oficina de tránsito de Santa Rosa de Cabal.

Indicó que resultó fallida la audiencia de conciliación llevada a cabo con las partes el 18 de marzo de 2018, por lo que se trazará el programa metodológico para que el investigador establezca las circunstancias de tiempo, modo y lugar sobre como ocurrió el evento de tránsito. 
Explicó que al accionante se le dio respuesta a su petición en el entendido  de no considerarla pertinente por cuanto la calidad de servidor o no servidor, no tiene incidencia en la investigación, toda vez que no es un fuero especial que impida a este despacho adelantar la investigación por el presunto delito personales en hecho de tránsito.

Concluyó que no le ha negado a la víctima el derecho a la verdad, justicia y reparación integral puesto que le expidieron a su abogado Carlos Armando Vargas Arcila las fotocopias del proceso que se tenían hasta el día 15 de marzo de 2017 y no como se lee en la constancia 15 de marzo de 2016, dado que la motocicleta involucrada fue entregada de manera provisional y es la que servirá en caso de ser condenado el querellado para pagar los perjuicios morales y materiales a la víctima. 

Consideró, contrario a lo afirmado por el actor, que fue diligente, agotó el requisito de procedibilidad, atendiendo el gran número de carpetas, las condiciones especiales de la víctima (Fls. 40-42).
Allegó copia de la documentación mencionada en la respuesta (Fls. 43-52). 

3.2. DIRECCIÓN DE INTELIGENCIA POLICIAL. 
Informó que el derecho de petición radicado por el señor Chica Morales ante el Comando de la Policía Metropolitana de Pereira, fue remitido por competencia al Comando de Departamento de Policía Risaralda, toda vez que el patrullero Luis Enrique Gaona Montoya se encuentra adscrito a la Seccional de Inteligencia del Departamento de Policía Risaralda, cuyo Comandante le respondió al accionante, mediante un  el oficio recibido el 18 de abril de 2018, que la documentación requerida del patrullero Luis Enrique Gaona Montoya es de carácter reservado, por lo que la misma debía ser tramitada a través de la Fiscalía 10 Local de esta ciudad  con el fin de garantizarle al funcionario sus derechos y el debido proceso.
Por lo anterior, consideró lo siguiente: i) la petición fue resuelta de manera clara, precisa, de fondo y congruente, ii) el derecho de petición no implica que la respuesta sea favorable a los intereses del solicitante, iii) la precisión específica del carácter reservado de la información que se le hace al actor en uno de los extractos de la respuesta emitida por el comando de departamento de policía de Risaralda, de conformidad con el artículo 34 de la ley 1621 de 2013, iv) a los funcionarios adscritos a la dirección de inteligencia policial le son aplicables de manera directa todas las prerrogativas, limites, fines y controles, especialmente en lo que se refiere a la reserva de la información, medios, métodos y fuentes, identidad de los funcionarios de inteligencia y contrainteligencia y el principio de compartimentación, v) improcedencia de la acción de tutela por existir otro recurso o mecanismo de defensa judicial procedente, vi) improcedencia por inobservancia del principio de inmediatez, vii) improcedencia de la presente acción de tutela como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

Mencionó que al accionante tiene a su disposición el recurso de insistencia para que la autoridad judicial competente determine si se niega o se acepta, total o parcialmente la petición formulada por el mismo el 23 de marzo de 2018. 
Solicitó denegar las súplicas del accionante con base en los argumentos expuestos. (Fls. 54-60)

Allegó la respuesta al derecho de petición dirigido al accionante (Fl. 61). 

3.2. Mediante decisión del 6 de julio de 2018 esta sala declaró la nulidad de lo actuado a efectos de que se vinculara al trámite al patrullero Lui Enrique Gaona Montoya (Folio 120). 

Obra en la foliatura una constancia de la Secretaria del Juzgado 2º Penal del Circuito que da cuenta que el señor Luis Enrique Gaona Montoya no pudo ser ubicado ni a la dirección ni a su teléfono celular, como tampoco en el comando de la Policía (Fl. 132)

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 27 de julio de de 2018 el Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, resolvió lo siguiente  (Fls. 133-136):

“PRIMERO: Negar el amparo constitucional de los derechos fundamentales invocados por el señor Oscar Chica Morales por inexistencia de vulneración de sus derechos fundamentales de petición, a la dignidad humana, de defensa y contradicción por parte de la fiscalía 10 local, el Departamento de Policía Risaralda y de Policía Metropolitana de Pereira.”
El accionante fue notificado del anterior fallo mediante el oficio No.1542 del 27 de julio de 2018, el cual fue recibido por “Lina Arias” el 31 de julio siguiente (Fl. 139).

5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término legal para presentar la impugnación, el 2 de agosto de 2018, el señor Oscar Chica Morales manifestó su inconformidad respecto del fallo de primer grado, para lo cual sostuvo que es relevante para la Fiscalía 10 Local determinar si el patrullero de la Policía Nacional Gaona Montoya se encontraba de turno, realizando actividades propias de su labor para el momento de la comisión del delito.

Discrepó de la reserva de la información y documentos solicitados en el sentido que la autoridad pública solo tendrá la posibilidad de negar el acceso a los documentos o diligencias cuando quiera que las mismas reúnan dichas condiciones y esencialmente justifiquen tal condición con fundamento en la Constitución o la ley. Además, no encontró asidero en la interpretación hecha por el “supuesto” (sic) Jefe de Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos DIPOL frente a que la información solicitada goza de reserva, según lo dispuesto en la Ley Estatutaria 1621 de 2013 y el Decreto 1070 de 2015. 
Explicó su necesidad de acceder a la información solicitada con el fin de aclarar si el patrullero ostentaba la calidad de funcionario público para el momento de los hechos, la participación de la Policía Nacional y su grado de responsabilidad patrimonial en el asunto. 

Hizo alusión a varios pronunciamientos similares en los que la Corte Constitucional ha sentado precedente. 

En esa medida solicitó la práctica de las siguientes pruebas: i) revisar las respuestas proporcionadas por la Fiscalía 10 Local y la Policía Nacional, ii) verificar la legitimación del jefe de asuntos jurídicos y derechos humanos DIPOL, iii) verificar la querella interpuesta el 15 de marzo de 2017 y solicitar el expediente penal a la Fiscalía 10 Local (Fls. 87-95).

Solicitó: i) modificar el fallo de tutela proferido, ii) tutelar sus derechos fundamentales de presentar peticiones respetuosas, a la verdad, justicia y reparación, dignidad humana, derecho a la defensa y contradicción y a acceder a la prueba, iii) ordenar a la Fiscalía 10 Local y al Departamento de Policía de Risaralda, Policía Metropolitana de Pereira que en el término que considere el despacho, resuelva de fondo, de manera congruente, clara, precisa, la esencia de la petición radicada el 23 de marzo de 2018, consistente en la entrega de las siguientes copias: i) expediente disciplinario adelantado en contra del patrullero Luis Enrique Gaona Montoya el cual ya se encuentra archivado, ii) del horario de trabajo, hora de entrada y hora de salud para la fecha de los hechos y cronograma de actividades asignadas al dicho patrullero (Fls. 87-95). 

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico 
Corresponde a esta Sala determinar si la decisión del juez de primera instancia fue acorde con los lineamientos legales y jurisprudenciales o si en este caso hay lugar a modificarla, tal como lo solicitó el impugnante.
6.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. La Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.

6.6. Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

6.7. En la Sentencia T-143 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.   Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.”  (Subrayas nuestras)
6.7.1. Frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente: “Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma..(…)”

A su vez, el artículo 14º de dicha normatividad, reza: “Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. (…)”

6.8.  Establece el artículo 29 constitucional que el debido proceso se debe aplicar a todas las actuaciones tanto judiciales como administrativas que se lleven contra una persona, para de garantizar la salvaguarda de sus derechos y que no se presente un abuso de funciones por parte de las autoridades, por ello la Corte Constitucional en sentencia T-458 de 1994 lo definió así:  “el debido proceso es el conjunto de garantías que buscan asegurar al ciudadano que ha acudido al proceso, una recta y cumplida administración de justicia y la debida fundamentación de las relaciones judiciales, mediante el acatamiento del principio de juridicidad propio del Estado de derecho, y que excluye, por consiguiente, cualquier acción contra legem o praeter legem. En consecuencia, el debido proceso es un derecho fundamental, susceptible de ser protegido por medio de la acción de tutela, ya que las actuaciones de los servidores públicos que solo obedezcan a motivaciones internas, desconocen la primacía de los derechos inalienables de la persona, la protección constitucional de los derechos fundamentales y la prevalencia del derecho sustancial”

6.9.  DEL CASO EN CONCRETO:

6.9.1.  En el caso sub examine, se advierte que  el señor Óscar Chica Morales pretende el amparo constitucional de los derechos fundamentales que le asisten como víctima de un accidente de tránsito, con fundamento en el Departamento de Policía Risaralda le negó el acceso a la documentación del patrullero Luis Enrique Gaona Montoya, por considerar que los mismos tienen carácter de reservado y le indicó que tal solicitud debía  tramitarla a través de la Fiscalía 10 Local de esta ciudad para que sea esta autoridad la que requiera la información correspondiente con el fin de garantizarle al funcionario el debido proceso y demás derechos que le asisten. 
6.9.2. Por su parte, la Dirección de Inteligencia de la Policía Nacional respondió a la juez de primer nivel que tal reserva de la información, medios, y fuentes, identidad de los funcionarios de inteligencia y contrainteligencia le son aplicables de manera directa a los funcionarios adscritos a esa Dirección, de conformidad con el artículo 33 de la ley estatutaria 1621 de 2013, el artículo 2.2.3.6.1 del decreto 1070 de 2015.  Mientras que la Fiscalía 10 Local le hizo saber al actor que no considera pertinente su petición, pero le puso en conocimiento que disponía a trazar programa metodológico con el investigador del caso, para establecer circunstancias de tiempo, modo y lugar de como ocurrió el accidente en el que resultó lesionado. 

6.9.3.  El impugnante insiste que la información que requiere (copias íntegras y auténticas del horario de trabajo (hora de entrada y hora de salida) del patrullero Luis Enrique Gaona Montoya, del cronograma de actividades y labores asignadas al patrullero para el 3 de marzo de 2017, de las pruebas practicadas en el proceso disciplinario adelantado en contra el mencionado patrullero y las demás pruebas que se encuentran en el expediente, y del proceso disciplinario adelantado en contra del señor Gaona Montoya y del informativo administrativo de lesión del mismo) los derechos que le asisten como víctima con el fin de aclarar la participación de la Policía Nacional y su grado de responsabilidad patrimonial en el hecho de tránsito en el que como peatón resultó lesionado y en tal virtud, considera que la Fiscalía 10 Local de esta ciudad debe mediar para que la Policía Nacional allegue a la investigación la documentación antes descrita.
6.9.4.  Sea lo primero reiterar que el artículo 250 de la Constitución Nacional, dispone que el ejercicio de la acción penal está a cargo de la Fiscalía General de la Nación, la que puede solicitar al juez de control de garantías las medidas necesarias para asegurar la comparecencia de los imputados, la conservación de la prueba y la protección de la comunidad, (numeral 1º de dicha norma) y las medidas necesarias para la protección de las víctimas.  Por otro lado, el numeral 7 del mismo artículo prescribe que la ley fijará los términos en que podrán intervenir las víctimas en el proceso penal y los mecanismos de justicia restaurativa. Frente al rol de la Fiscalía en el sistema penal acusatorio, la Corte Constitucional indicó lo siguiente
:

“El Fiscal es el titular de la acción penal y la ejerce en representación de los intereses del Estado y de las víctimas. Con la reforma introducida mediante el Acto Legislativo 03 de 2002, la actividad investigativa desarrollada por la Fiscalía General de la Nación se encamina a la consecución de los siguientes fines “(i) la búsqueda de la verdad material sobre la ocurrencia de unos hechos delictivos; (ii) la consecución de la justicia dentro del pleno respeto por la dignidad humana y los derechos fundamentales del procesado; (iii) la protección y reparación integral de los perjuicios ocasionados a las víctimas; (iv) la adopción de medidas efectivas para la conservación de la prueba; y (v) el recurso, dentro del marco estricto de la ley, a mecanismos que flexibilicen la actuación procesal, tales como la negociación anticipada de la pena y la aplicación del principio de oportunidad, de tal suerte que, al igual que sucede en el modelo americano, sólo una pequeña parte de los procesos lleguen a la etapa de juicio oral, aproximadamente un 10%, con el fin de no congestionar el sistema penal.” En lo que tiene que ver con sus funciones en la audiencia de solicitud de imposición de medida de aseguramiento, le corresponde a la Fiscalía, solicitar la adopción de las medidas de aseguramiento al juez que ejerza las funciones de control de garantías, con la finalidad de asegurar la comparecencia de los imputados, así como para garantizar la conservación de la prueba y la protección de la comunidad, en particular de las víctimas. (…).”  (Subrayas nuestras)
 
6.9.5.  El artículo 47 de la Ley 600 de 2000 establece que la constitución de parte civil, como actor individual o popular, podrá intentarse en cualquier momento, a partir de la resolución de apertura de instrucción y hasta antes de que se profiera sentencia de única o de segunda instancia y frente a los derechos que le asisten a la víctima a acceder al expediente mediante un derecho de petición, la Corte Constitucional en la Sentencia C-223 de 2002 señaló que:

“Se ha justificado la reserva durante la etapa de investigación previa por el interés de proteger la información que se recoja durante esta etapa. Sin embargo, dado que la investigación previa tiene como finalidad determinar si el hecho punible ha ocurrido o no, si la conducta es típica o no, si la acción penal no ha prescrito aún, si se requiere querella para iniciar la acción penal, si el querellante está legitimado o no para iniciar la acción, si existe o no alguna causal excluyente de antijuridicidad o de culpabilidad (artículo 322, Ley 600 de 2000), no permitirle a la parte civil actuar durante esta etapa o exigir que el acceso al expediente sólo pueda hacerlo mediante un derecho de petición, puede llevar a conculcar definitivamente sus derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación. Tales limitaciones, por lo tanto, constituyen una afectación grave del derecho de acceso a la justicia que tiene la víctima de un hecho punible.

Si bien es cierto que la verdad y la justicia dentro del proceso penal dependen de que la información y las pruebas recogidas durante la etapa de investigación previa estén libres de injerencias extrañas o amenazas, no obstante el interés de protegerlas no puede llegar al punto de conculcar los derechos del procesado
 o de la parte civil, especialmente, cuando existen mecanismos a través de los cuales se puede proteger la integridad del expediente y de la información recogida de posibles intentos por difundirla o destruirla, tales como el establecimiento de sanciones penales, o de otro tipo, a quienes violen la reserva del sumario, o destruyan pruebas, sin menoscabar los derechos de los intervinientes dentro del proceso penal”.  

6.9.6. Con la reforma de la Ley 600 de 2000 el legislador  le reconoció a las víctimas dentro del proceso penal, la posibilidad de tener acceso a la información desde el comienzo de las actuaciones con el fin de poder esclarecer los hechos que le afectaron, conocer la verdad y  obtener una posible indemnización por los daños causados, lo que puede lograr a través de peticiones que en tal sentido se hagan ante el ente investigador y en tal virtud, el artículo 11 del Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004), establece lo siguiente:
“(…) El Estado garantizará el acceso de las víctimas a la administración de justicia, en los términos establecidos en este código.

En desarrollo de lo anterior, las víctimas tendrán derecho:

a) A recibir, durante todo el procedimiento, un trato humano y digno;

b) A la protección de su intimidad, a la garantía de su seguridad, y a la de sus familiares y testigos a favor;

c) A una pronta e integral reparación de los daños sufridos, a cargo del autor o partícipe del injusto o de los terceros llamados a responder en los términos de este código;

d) A ser oídas y a que se les facilite el aporte de pruebas;

e) A recibir desde el primer contacto con las autoridades y en los términos establecidos en este código, información pertinente para la protección de sus intereses y a conocer la verdad de los hechos que conforman las circunstancias del injusto del cual han sido víctimas (…)”

6.9.7.  Significa lo anterior, que a las  víctimas les asiste el derecho a la verdad, a la justicia y a la reparación, al acceso  a la justicia y podrán intervenir en las en las diferentes etapas del proceso, además, obtener copias del expediente, entre otros.  Así mismo, quedó establecido en las normas y jurisprudencias transcritas, que la Fiscalía General de la Nación es autónoma en sus actuaciones y por mandato constitucional como titular de la acción penal, es la encargada de determinar las pruebas que solicita en razón de la utilidad que le representan para sustentar su teoría del caso.  Por lo tanto, esta Sala considera que la Fiscalía 10 Local no ha desconocido los deberes que le corresponden en relación con los derechos fundamentales del accionante, quien resultó afectado en el hecho de tránsito relacionado en este trámite. 
6.9.8.  Ahora  bien, la Ley 1712 de 2014 “Por medio de la cual se crea la Ley de Transparencia y del Derecho de Acceso a la Información Pública Nacional y se dictan otras disposiciones”   hace referencia al principio a la transparencia y en su artículo 4º señala el concepto del acceso a la información, de la siguiente manera:

“Artículo  4°. Concepto del derecho. En ejercicio del derecho fundamental de acceso a la información, toda persona puede conocer sobre la existencia y acceder a la información pública en posesión o bajo control de los sujetos obligados. El acceso a la información solamente podrá ser restringido excepcionalmente. Las excepciones serán limitadas y proporcionales, deberán estar contempladas en la ley o en la Constitución y ser acordes con los principios de una sociedad democrática.

El derecho de acceso a la información genera la obligación correlativa de divulgar proactivamente la información pública y responder de buena fe, de manera adecuada, veraz, oportuna y accesible a las solicitudes de acceso, lo que a su vez conlleva la obligación de producir o capturar la información pública. Para cumplir lo anterior los sujetos obligados deberán implementar procedimientos archivísticos que garanticen la disponibilidad en el tiempo de documentos electrónicos auténticos.

Parágrafo. Cuando el usuario considere que la solicitud de la información pone en riesgo su integridad o la de su familia, podrá solicitar ante el Ministerio Público el procedimiento especial de solicitud con identificación reservada.”  (Subrayas fuera del texto original)
Así mismo, dicha norma consagra en su artículo 19 que la información exceptuada por daño a los intereses públicos es “toda aquella información pública reservada, cuyo acceso podrá ser rechazado o denegado de manera motivada y por escrito en las siguientes circunstancias, siempre que dicho acceso estuviere expresamente prohibido por una norma legal o constitucional:

 a) La defensa y seguridad nacional;  b) La seguridad pública; c) Las relaciones internacionales; d) La prevención, investigación y persecución de los delitos y las faltas disciplinarias, mientras que no se haga efectiva la medida de aseguramiento o se formule pliego de cargos, según el caso; e) El debido proceso y la igualdad de las partes en los procesos judiciales; f) La administración efectiva de la justicia; g) Los derechos de la infancia y la adolescencia; h) La estabilidad macroeconómica y financiera del país; i) La salud pública.”
Parágrafo. Se exceptúan también los documentos que contengan las opiniones o puntos de vista que formen parte del proceso deliberativo de los servidores públicos.”

6.9.9.  Por su parte, la ley 1755 de 2015 dispone lo siguiente frente al derecho de petición ante las autoridades, lo siguiente: 

“Artículo 24. Informaciones y documentos reservados. Solo tendrán carácter reservado las informaciones y documentos expresamente sometidos a reserva por la Constitución Política o la ley, y en especial:

(…) 3. Los que involucren derechos a la privacidad e intimidad de las personas, incluidas en las hojas de vida, la historia laboral y los expedientes pensionales y demás registros de personal que obren en los archivos de las instituciones públicas o privadas, así como la historia clínica.

Y  los  artículos 25 y 26 consagran lo siguiente: 

“Artículo 25. Rechazo de las peticiones de información por motivo de reserva. Toda decisión que rechace la petición de informaciones o documentos será motivada, indicará en forma precisa las disposiciones legales que impiden la entrega de información o documentos pertinentes y deberá notificarse al peticionario. Contra la decisión que rechace la petición de informaciones o documentos por motivos de reserva legal, no procede recurso alguno, salvo lo previsto en el artículo siguiente.
 
La restricción por reserva legal no se extenderá a otras piezas del respectivo expediente o actuación que no estén cubiertas por ella.
 
Artículo 26. Insistencia del solicitante en caso de reserva. Si la persona interesada insistiere en su petición de información o de documentos ante la autoridad que invoca la reserva, corresponderá al Tribunal Administrativo con jurisdicción en el lugar donde se encuentren los documentos, si se trata de autoridades nacionales, departamentales o del Distrito Capital de Bogotá, o al juez administrativo si se trata de autoridades distritales y municipales decidir en única instancia si se niega o se acepta, total o parcialmente la petición formulada. (…)”
6.9.10.  Así mismo la ley estatutaria 1621 de 2013 “Por medio de la cual se expiden normas para fortalecer el Marco Jurídico que permite a los organismos que llevan a cabo actividades de inteligencia y contrainteligencia cumplir con su misión constitucional y legal, y se dictan otras disposiciones” en su artículo 33 señala lo referente a la reserva de la información de inteligencia y contrainteligencia, así:

  “ARTÍCULO 33. RESERVA. Por la naturaleza de las funciones que cumplen los organismos de inteligencia y contrainteligencia sus documentos, información y elementos técnicos estarán amparados por la reserva legal por un término máximo de treinta (30) años contados a partir de la recolección de la información y tendrán carácter de información reservada (…)”
6.9.11. De conformidad con lo reglas anteriormente mencionadas, esta Colegiatura considera que la negativa del Comandante Departamento de Policía Risaralda de brindar la información solicitada por el señor en razón al carácter de reservado de la misma, no solo tiene sustento en la Constitución sino en la misma ley, lo cual fue puesto en conocimiento del accionante.  De tal manera, que no puede deducirse la vulneración de los derechos fundamentales de petición, dignidad humana, de defensa, y contradicción invocados por el señor Chica Morales, máxime si la Fiscal 10 local certificó que al abogado de la víctima se le entregó la información con que se contaba hasta el 15 de marzo de 2017, se adelantó la audiencia de conciliación que resultó fallida y a partir de ahí se debe adelantar el respectivo programa metodológico (ver folios 40 y 41).
6.9.12.  Así las cosas, esta instancia constitucional no encuentra motivo alguno para acceder a las pretensiones del impugnante, a quien las entidades accionadas respondieron de fondo su petición, el cual no lleva implícito  una resolución favorable a lo demandado y en ese sentido, no puede inferirse  afectación a dicha prerrogativa constitucional, máxime cuando el peticionario recibió en el término legal, una contestación a sus inquietudes.  Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T-146 de 2012 señaló lo siguiente: 

 “El derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa. Esto quiere decir que la resolución a la petición, “(…) producida y comunicada dentro de los términos que la ley señala, representa la satisfacción del derecho de petición, de tal manera que si la autoridad ha dejado transcurrir los términos contemplados en la ley sin dar respuesta al peticionario, es forzoso concluir que vulneró el derecho pues la respuesta tardía, al igual que la falta de respuesta, quebranta, en perjuicio del administrado, el mandato constitucional.”  (Subrayas nuestras)
6.9.13.  Aunado a lo anterior, esta Colegiatura considera que al estar en curso el proceso penal, donde el actor tiene la calidad de víctima, será en ese escenario en el cual  podrá presentar las conformidades o irregularidades que se consideren pertinentes, lo que significa que el actor cuenta con el mecanismo idóneo para lograr la protección de sus garantías, lo que hace improcedente la intervención del juez constitucional para que por esta vía se ordene a las entidades demandadas a suministrarle la información que requiere dentro de la causa penal seguida en contra del patrullero Gaona Montoya.  De tal manera, que la acción de tutela  no constituye un mecanismo adicional ni alternativo a los consagrados en la legislación ordinaria; por el contrario, se trata de un instrumento residual, preferente y sumario para la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales ante su vulneración o una amenaza inminente y que para el caso particular, no puede ser concebida como un procedimiento paralelo del medio judicial ordinario penal previsto en la ley.  En relación a este asunto, la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal, Sala de Decisión de tutelas
 donde se  ha reiterado que al juez de tutela no le es permitido intervenir en “procesos en curso”, tal como indicó en el radicado No.78113 STP2276-2015 del 5 de marzo de 2015,  M.P. Dra. María del Rosario González Muñoz, así:

“Por tanto, la controversia no puede ser resuelta mediante la acción de tutela, en atención a su carácter residual y subsidiario. Al contrario, los reproches expuestos en el libelo inicial corresponden a tópicos que deben alegarse y definirse dentro del proceso, mediante la aplicación e interpretación normativa por parte del funcionario natural.

Ha sido criterio definido y reiterado de la Sala de Casación Penal de la Corte que no es procedente acudir a la solicitud de protección constitucional para intervenir dentro de procesos en curso, no sólo por cuanto ello desconoce la independencia de que están revestidas las autoridades judiciales para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró la acción de amparo como mecanismo residual de defensa de los derechos superiores, mas no para su declaración.

Las críticas puestas de presente constituyen un aspecto ajeno al ámbito de injerencia del juez de tutela, que se limita a ejercer un control constitucional, pero de ninguna manera extensivo al acierto de las instancias, pues la acción de amparo ha sido instituida para garantizar la indemnidad de los derechos fundamentales, pero no constituye una instancia adicional o paralela a la de las autoridades competentes.

En el asunto bajo examen, la actuación penal se encuentra en trámite. Es en ese escenario procesal, ante el funcionario natural, donde debe la parte actora, por sí misma o a través de su apoderado, presentar las solicitudes encaminadas a remediar cualquier situación que estime desconocedora de sus garantías; sin que el juez constitucional deba interferir en ese asunto porque, se recalca, el proceso está en curso.”  (Subrayas propias) 

Consecuente con lo anterior, se confirmará el fallo estudiado.

DECISIÓN
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida el  27 de julio de 2018 por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Oscar Chica Morales en contra de la Fiscalía 10 Local, el Departamento de Policía de Risaralda, ambos de esta capital y del señor Luis Enrique Montoya Gaona, vinculado a este trámite. 
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado


JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


Magistrado

� Fls. 117-120


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� M.P. Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub


 





� Sentencia T-293 de 2013	


� Corte Constitucional, SU-620 de 1996, MP: Antonio Barrera Carbonell. La Corte tuteló los derechos al debido proceso y al derecho de defensa de los posibles autores o partícipes de un hecho ilícito dentro del proceso fiscal a quienes se les prohibía acceder al sumario por cuando esa etapa estaba reservada. 


� Ver también los radicados T-45900/10, T-53421/11  y T-70719/13
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